Presentación del Secretario de la Paz y Presidente de la COPREDEH Antonio Arenales Forno
Examen Periódico Universal a Guatemala  
24 de octubre 2012
Honorables Miembros del Consejo, tengo el honor de dirigirme a ustedes como Representante del Estado de Guatemala,  de cuyo Gobierno formo parte como Secretario de la Presidencia para la Paz y Presidente de la Comisión Presidencial de Derechos Humanos, cargos que me responsabilizan en la formulación y seguimiento de políticas que garanticen los derechos humanos y libertades individuales, consagrados en el Ordenamiento Jurídico  Nacional e Internacional y por el seguimiento de los Acuerdos de Paz, suscritos en 1996, y que pusieron fin a un enfrentamiento armado interno que se prolongó por más de 30 años.  Me acompaña la Ministra de Desarrollo, la Secretaria de la Presidencia para la Mujer, el Viceministro de Gobernación, la Fiscal de Derechos Humanos, la Secretaria de Asuntos Internacionales del Ministerio Público, nuestra Representante ante las Oficinas de Naciones Unidas en Ginebra y Representantes de la Dirección de Derechos Humanos de la Cancillería. 
Esta es la segunda ocasión en la que el Estado de Guatemala se presenta en el diálogo interactivo establecido por    el  procedimiento 
del Examen Periódico Universal. Han transcurrido cuatro años de la primera presentación ante este Honorable Consejo, tiempo durante el cual han existido en Guatemala avances significativos en materia de derechos humanos. 
Para recopilar la información que les presentamos en la fase de documentación de este proceso, el Estado realizó un proceso de consulta amplio en el que se incluyó a personas y Organizaciones de la Sociedad Civil, realizándose  talleres de trabajo en las distintas regiones del país, con el afán de presentar un balance objetivo sobre el cumplimiento de las recomendaciones y compromisos voluntarios. 
Aprovecho este momento para solicitar a la Secretaría del Consejo de Derechos Humanos la entrega  del documento de respuesta elaborado por el Estado de Guatemala a las preguntas preliminares enviadas por algunos Estados que integran este Honorable Consejo. 
Un Examen de Guatemala como el que hoy se lleva a cabo, requiere conocer y comprender donde estamos y de donde venimos.  Estamos aún en la fase inicial de la construcción de un Estado Democrático de Derecho,  en el que  hay tareas fundamentales pendientes para que nuestro ordenamiento Político- Jurídico, pueda garantizar adecuadamente la vigencia de los Derechos Humanos y libertades fundamentales de forma igualitaria a todos los guatemaltecos.  ¿Por qué afirmo que estamos en la fase inicial?  Porque aunque llevamos 191 años de vida independiente, hace tan solo 27 años, con la promulgación de la Constitución de 1985, se inició la transición democrática.   Más reciente aún, hace tan solo 16 años terminó un enfrentamiento armado interno que duró 36 años.
 Lo que hemos logrado en tan solo 16 años de Paz y democracia es mucho y satisfactorio, sobre todo cuando lo hemos hecho sin tradición, sin experiencia y sin haber tenido institucionalidad Democrática, pues pese a lo reciente de esta transición éste es el período más largo de vida democrática de nuestra historia.  Lógicamente falta mucho por hacer, política, legal e institucionalmente para consolidar un Estado Democrático de Derecho. 
Somos además, parte de la Latinoamérica indígena, un país que a diferencia de los de la Latinoamérica más euro descendiente  y de la Latinoamérica más mestiza, apenas toma plena conciencia de que el carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe, demanda introducir cambios profundos, innovadores e inéditas esas reformas  políticas legales e Institucionales; porque al nacer como Estado en el Siglo XIX, se independizaron criollos descendientes de europeos, que construyeron un ordenamiento Legal e Institucional que no respondía adecuadamente a ese carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe, provocando niveles de discriminación y exclusión.
 Esas realidades, que olvidan o subestiman algunos Estados y no pocos guatemaltecos, son para el Presidente Pérez Molina, que asumió hace nueve meses el Gobierno, el marco orientador de los tres Pactos que  priorizan los objetivos del Gobierno (Reforma Fiscal, Hambre Cero y Seguridad y Justicia).  Son asimismo el marco orientador de la propuesta de Reforma Jurídico Institucional que incluye una Reforma Constitucional. 
 La Reforma Constitucional que presentó ante el Congreso de la República el Presidente Pérez Molina  el  27 de agosto  y que requerirá de la aprobación por mayoría calificada del Congreso y de aprobación en Consulta Popular, que esperamos se realice a principios del 2013, contiene Reformas Fundamentales necesarias para una nueva Guatemala democrática e incluyente, que pueda garantizar los Derechos Humanos de todos los guatemaltecos y cumplir adecuadamente las recomendaciones aceptadas y compromisos asumidos en este Examen, así como las tareas pendientes del anterior.  Dos de  las Reformas Constitucionales provienen de los Acuerdos de Paz.  La primera, el reconocimiento del carácter multiétnico, pluricultural y multilingüe de la Nación, reconociéndose la identidad como pueblos de los nacionales indígenas y los derechos que de ello derivan, así como la oficialización de sus Idiomas.  Esto permitirá terminar con la discriminación y exclusión que provoca el actual Marco Jurídico-Político. La segunda Reforma proveniente de los Acuerdos de Paz, es la limitación de las funciones del Ejército en seguridad interna, regulándola como apoyo extraordinario y temporal a las Fuerzas de Seguridad Civil, bajo mando de esta Autoridad Civil y debiendo rendir cuentas al concluir la misión de apoyo. Esto permitirá superar  el actual marco Constitucional, que respondía a que la Constitución fue promulgada durante el enfrentamiento armado.

Otras no menos importantes Reformas son:   Reformar el Sistema de Elección de Diputados y los Distritos electorales para que el Congreso sea más representativo y legítimo; separar las funciones administrativas de las jurisdiccionales en el Organismo Judicial; crear una Carrera Judicial que incluye a Magistrados de Tribunales Superiores hoy electos por el Congreso; el aumento de la asignación presupuestaria al Organismo Judicial, a la Fiscalía y a la Contraloría General de Cuentas; normas de transparencia y rendición de Cuentas; y mayor asignación presupuestaria a las municipalidades.
Otra realidad subestimada o mal entendida, la constituye que en Guatemala, al contrario de la gran mayoría de conflictos armados,  no hubo ni un sólo muerto con posterioridad a la Firma de la Paz, lo cual además de satisfactorio es prueba de la voluntad del Gobierno y Fuerzas Guerrilleras por alcanzar la paz. Pese a ello no ha sido posible la reconciliación de una sociedad que quedó dividida tras el largo enfrentamiento armado y que dieciséis  años después no ha encontrado el camino de la reconciliación. 
Al final de las negociaciones de Paz y conforme a los Acuerdos de Esquipulas, negociados en 1987,  con acompañamiento de Naciones Unidas y un Grupo de Países Amigos,  Europeos  y Latinoamericanos,  el Gobierno y los Cuatro Frentes Guerrilleros integrantes de URNG acordaron una amnistía.  Esta amnistía fue negociada con participación de Naciones Unidas como mediador y  el acompañamiento de Países Amigos. Fue posteriormente promulgada como Ley Nacional por un Congreso legítimo y  electo democráticamente.  En este contexto no son aceptables las equiparaciones con autoamnistías emitidas sin legitimidad y desconociendo la naturaleza y magnitud del enfrentamiento al que se puso fin con la negociación.
Las partes, Gobierno y Guerrilla, negociaron la amnistía,  conscientes de su necesidad para permitir el fin del enfrentamiento, pero conscientes también de lo difícil de su aceptación por las víctimas,  que demandaban algún nivel de justicia.  Se condicionó por ello  a la elaboración de un Informe sobre la Verdad Histórica, que no tendría efectos judiciales, y que fue elaborado por una Comisión de Notables, Nacionales e Internacionales sin participación Gubernamental. Esta Comisión emitió su Informe en 1999.   Se acordó también la creación de un Programa Nacional de Resarcimiento para las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos.  Este Programa  implica,  el reconocimiento Estatal de Violaciones a los Derechos Humanos durante el enfrentamiento armado, el  reconocimiento Estatal del derecho de las víctimas a la reparación y el  reconocimiento  de la obligación del Estado de resarcir.
 La verdad  histórica y la reparación son para el Gobierno los elementos fundamentales de la Reconciliación,  son el alcance posible de la justicia post conflicto que requirió una amnistía, no por todos deseada,  pero necesaria para acallar las armas y evitar más muertes y destrucción.  Sin embargo, pese a la Comisión de la Verdad  y Programa de Resarcimiento, ha habido resistencia de algunas víctimas y otros actores a la amnistía, lo que ha generado falta de certeza jurídica sobre las excepciones contenidas en ella y sobre su ámbito material de aplicación,  impidiendo poner en marcha procesos efectivos de reconciliación y no repetición.

Procesos judiciales que se han promovido, cuestionando o limitando la amnistía, inhiben o imposibilitan investigaciones y testimonios para profundizar el conocimiento de la verdad histórica, necesaria para garantizar el adecuado funcionamiento del Programa de Resarcimiento y para facilitar la reconciliación.
El Gobierno de Guatemala espera que las Cortes Superiores del Estado resuelvan pronto este  debate sobre  vigencia y alcance de la amnistía y  podamos encontrar caminos de reconciliación y concordia.

Es importante también tomar en cuenta en este Examen, que con  la transición democrática y la Firma de la Paz, el entusiasmo por construir una institucionalidad que garantizase  el pleno ejercicio de los derechos humanos, generó una enorme cantidad de Instituciones, que aunque creadas con la mejor de las intenciones,  no han resultado efectivas, por dispersas y poco coordinadas.  La Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos (COPREDEH) y la Secretaría de la Paz, principales Instituciones Gubernamentales de Derechos Humanos, conservan una estructura y funciones creadas en función del enfrentamiento armado y  sin coordinación adecuada con otras Instituciones autónomas y de otros Ministerios y Secretarías. El resultado ha sido mucha  Institucionalidad,  pero poco coordinada,  deficiente e insuficiente para un efectivo cumplimiento y seguimiento de las normas y compromisos Nacionales e Internacionales de Derechos Humanos.  El actual Gobierno se ha propuesto y lo asumimos como compromiso  frente a este Consejo, rediseñar la Institucionalidad que vela porque se garanticen los Derechos Humanos. Hemos solicitado a las oficinas de Naciones Unidas en Guatemala que nos asistan en esta tarea.
Antes de ceder la palabra a mis colegas y para finalizar, me quiero referir a tres importantes acciones relativas a la legislación internacional en materia de derechos humanos:  La adhesión al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional en vigor para Guatemala a partir del 2 de abril de 2012; la promulgación en Noviembre 2010 de la Ley que crea el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, en cumplimiento a lo establecido por el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura, y la ratificación el 5 de diciembre de 2008 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
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